DOCUMENTO DE PRESENTACIÓN PARA ORGANIZAR UNA GIRA EN EUROPA

México vive uno de sus peores momentos, marcado por una compleja crisis económica, política y social, atravesada por el violento reacomodo de los cárteles de la droga en disputa por mercados y rutas hacia el norte. Por otro lado los intereses empresariales, locales y transnacionales, continúan su marcha por afianzar el control de recursos naturales e infraestructura estratégica.
En este contexto que afecta fuertemente a las mayorías empobrecidas, las luchas sociales emergen por doquier. El Estado Mexicano y los grupos de poder reaccionan ante ello con una estrategia basada en dos vías: la represión directa, que llega al grado de asesinatos selectivos y desaparición forzada de luchadores sociales; y la criminalización de los movimientos de protesta popular, pretendiendo mezclarlos mediática y judicialmente con la llamada “guerra contra la delincuencia organizada y el narcotráfico”. El caso Atenco es un claro ejemplo del nivel a que ha llegado esto, con 25 mujeres violadas o abusadas sexualmente por policías, y luchadores sociales sentenciados a 67 y 112 años de prisión.
La conformación del marco antes descrito coincide con el nacimiento en mayo de 2006 del Frente Nacional de Lucha por el Socialismo (FNLS): espacio de unidad de diferentes organizaciones sociales provenientes de los sectores indígena, campesino, estudiantil, magisterial y popular, que actualmente tiene presencia en 10 estados del centro y sur de México.

Desde que surgimos como FNLS hubo la clara pretensión del Estado y algunos medios de comunicación bajo su control, por vincularnos a organizaciones armadas revolucionarias. Esta situación se agravó a mediados de 2007 cuando, en apego a nuestros principios, decidimos asumir la lucha por la presentación con vida de todos los desaparecidos por el régimen, incluidos dos militantes del Ejército Popular Revolucionario (EPR). Esto provocó al mismo tiempo una ola represiva hacia nosotros, que se manifestó desde hostigamientos militares por tierra y aire en Chiapas, Hidalgo y Veracruz, hasta la desaparición forzada temporal de dos compañeros y disparos contra otro, en junio de 2008 en Michoacán.
Concretamente en Chiapas, el acoso policíaco y militar se intensificó más desde que iniciamos la resistencia contra empresas transnacionales mineras que pretenden extraer oro, barita y otros minerales ocasionando devastación ambiental, contaminación de ríos y mantos acuíferos, graves daños a la salud pública y despojo de tierras indígenas y campesinas.
En mayo de 2009 supimos de un plan gubernamental para integrar expedientes penales dirigidos a “vincular” con “células armadas”, a doce miembros de organizaciones sociales chiapanecas: dos de l@s cuales forman parte de la Coordinación Nacional del FNLS: Yolanda Castro Apreza y Daniel Alfonso Luna Alcántara. La denuncia oportuna ante organismos defensores de los derechos humanos, junto con una Acción Urgente firmada por más de 200 organizaciones, colectivos y personas de varios países del mundo, así como una petición de información al respecto por parte de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México, lograron suspender temporalmente dicho plan; sin embargo el hostigamiento del Estado no cesó.
Las acciones represivas hacia el movimiento anti-minero se intensifican a partir de agosto de 2009 con la detención del luchador social Mariano Abarca Roblero en el municipio de Chicomuselo (a quien la presión política logró liberar al poco tiempo), los hostigamientos policíacos contra el Centro de Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las Casas (CDH-Frayba), las filtraciones y rumores que pretendían ligar a sacerdotes con grupos armados revolucionarios, y finalmente la declaración del gobernador Juan Sabines Guerrero de que detrás del movimiento anti-minero hay personas que se dedican al “tráfico de armas”.

Esto último sirvió de pretexto para militarizar la Sierra Madre de Chiapas (región que concentra la mayor cantidad de concesiones mineras otorgadas por el gobierno a empresas transnacionales), donde los soldados han ejercido una especial persecución y monitoreo hacia integrantes del FNLS.

A partir del 30 de septiembre de 2009 se detiene arbitrariamente a tres dirigentes de la Organización Campesina Emiliano Zapata (OCEZ – Región Venustiano Carranza), a quienes el gobierno les fabrica una intensa campaña mediática para vincularlos lo mismo al EPR que a bandas criminales como “Los Zetas”. En este marco, tanto en los interrogatorios judiciales y las torturas que les hicieron, como en boletines oficiales y múltiples filtraciones a la prensa, se fue descubriendo el plan perverso del Estado Mexicano para ligar con un supuesto “levantamiento armado” completamente ficticio, a todos los actores antes citados como víctimas de represión y hostigamiento: quienes de uno u otro modo estamos relacionados con la resistencia anti-minera en Chiapas.
Dicho plan está basado en al menos un par de “informes” (de los cuales obtuvimos copia a través de algunos medios de comunicación), atribuidos a la Procuraduría de Justicia del Estado de Chiapas (PJE) y a un órgano de “Inteligencia Militar”. En ellos se asegura, entre otros infundios, que el supuesto “levantamiento armado” iniciaría en enero de 2010; que ya se cuenta con los pertrechos necesarios; que el coordinador general es el sacerdote de Venustiano Carranza Jesús Landín; que forman parte de esto el director y presidente del CDH-Frayba, Diego Cadenas y el Obispo Emérito Samuel Ruiz respectivamente; y que la cuestión operativa está a cargo de los dirigentes del FNLS: Yolanda Castro y Daniel Luna.
Finalmente este 27 de noviembre de 2009 es asesinado a balazos el luchador social anti-minero Mariano Abarca Roblero, quien había sido detenido y luego liberado en agosto pasado. 

La situación antes resumida constituye el motivo por el cual yo, Daniel Luna Alcántara, he emprendido una gira en países de Europa con el fin de denunciarla ante organismos defensores de los derechos humanos, medios de comunicación, organizaciones sociales, colectivos diversos, instituciones y personas sensibles a las luchas sociales, así como opinión pública en general.
Dentro de los objetivos que esperamos alcanzar destacan tres: 1) que el gobierno mexicano sepa que el caso ya está siendo denunciado a nivel internacional; 2) que la presión política de Acciones Urgentes amplias, notas en medios de comunicación y llamados de atención emitidos por personas e instituciones de reconocido peso moral y político, persuadan a los gobiernos de México y Chiapas para que cesen su campaña de hostigamiento-criminalización hacia el FNLS y otras personas u organizaciones civiles, al tiempo que inhiba su pretensión de ejercer acciones judiciales contra quienes participamos en la lucha social y defensa de los derechos legítimos del pueblo; y 3) que esto también evite que seamos asesinadas o desaparecidas cualquiera de las personas que hemos sido señaladas y hostigadas por el Estado.
En resumen, que las personas del FNLS así como de otras organizaciones sociales y populares del país, que estamos siendo asediadas por el Estado Mexicano con motivo de nuestro activismo político abierto y civil, podamos salvaguardar nuestras vidas, libertad e integridad física y emocional, así como poder continuar nuestras legítimas luchas sociales.
Se anexan a la presente una versión más detallada del contexto antes descrito, así como de los motivos, objetivos y expectativas de esta gira, y el historial de mi actividad social y política en Chiapas.
Atentamente,
Daniel Alfonso Luna Alcántara
